
Amparo indirecto 214/2024

EN CUERNAVACA, MORELOS VEINTITRÉS DE ABRIL DE DOS MIL 
VEINTICUATRO, RODOLFO ANDRÉS MARTÍNEZ HIDALGO, SECRETARIO DEL 
JUZGADO QUINTO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE MORELOS, HACE 
CONSTAR Y CERTIFICA: QUE EN EL JUICIO DE AMPARO 214/2024 ESTÁ 
FIJADA LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL A LAS DIEZ HORAS CON TREINTA 
Y OCHO  MINUTOS DE ESTA DATA; Y, DE UNA REVISIÓN DEL EXPEDIENTE 
SE PRECISA QUE SE ENCUENTRA DEBIDAMENTE INTEGRADO PARA SU 
RESOLUCIÓN; ADEMÁS DE QUE CORRESPONDE EN SU TOTALIDAD CON EL 
EXPEDIENTE ELECTRÓNICO; EL ASUNTO NO SE UBICA EN NINGÚN 
SUPUESTO QUE AMERITE SU ACUMULACIÓN O REMISIÓN A DIVERSO 
ÓRGANO POR CONOCIMIENTO PREVIO. CONSTE.

RODOLFO ANDRÉS MARTÍNEZ HIDALGO
SECRETARIO DE JUZGADO

ACTA RELATIVA A LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL 
ORDENADA EN PROVEÍDO DE DIECISIETE DE ABRIL DE DOS MIL 
VEINTICUATRO, DICTADO EN EL EXPEDIENTE DEL JUICIO DE 
AMPARO 214/2024, Y CELEBRADA DE CONFORMIDAD EN LO 
ESTABLECIDO POR EL ARTICULO 124 DE LA LEY DE AMPARO, 
EN LA CIUDAD DE CUERNAVACA, MORELOS, A LAS DIEZ 
HORAS CON TREINTA Y OCHO  MINUTOS DEL DÍA VEINTITRES 
DE ABRIL DE DOS MIL VEINTICUATRO, CON LA PARTICIPACIÓN 
DE QUIENES EN LA PROPIA ACTA SE DESCRIBEN. CONSTE.

RODOLFO ANDRÉS MARTÍNEZ HIDALGO
SECRETARIO DE JUZGADO

Martha Eugenia Magaña López, Jueza Quinto de Distrito en el 

Estado de Morelos, con residencia en Cuernavaca: Se declara abierta 

la audiencia: Secretario dé cuenta por favor.

El Secretario: Juicio de amparo 214/2024, promovido por 

*****  ***  ******  ******  ****** contra actos de la Comisión de 
Pensiones y Jubilaciones del Ayuntamiento de Jojutla, Morelos y 
otra autoridad.

Se hace saber que la presente diligencia es para llevar a cabo 

la audiencia constitucional ordenada en los autos del expediente de 

amparo en el que se da cuenta. 

De igual forma, que ninguna de las partes se encuentra 

presente y que no fue solicitado el diferimiento o la suspensión de la 

audiencia, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 117, párrafo 

segundo, de la Ley de Amparo.
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Acto seguido, la Jueza indica: Secretario, dé cuenta con el 

informe justificado rendido por la autoridad responsable.

El Secretario: Se da cuenta con el informe justificado rendido 

por: 

- Integrantes de la Comisión de Pensiones y Jubilaciones del 
Ayuntamiento de Jojutla, Morelos.

La Jueza acuerda: Con fundamento en el artículo 117 de la 

Ley de Amparo, se tiene por rendido el informe de referencia. 

Enseguida, se declara abierto el período de admisión y 

desahogo de pruebas.

Secretario, dé cuenta con los elementos de convicción que 

allegaron las partes.

El Secretario: Se hace constar que la autoridad responsable 

Integrantes de la Comisión de Pensiones y Jubilaciones del 
Ayuntamiento de Jojutla, Morelos ofreció prueba documental.

La Jueza Federal acuerda: Con fundamento en el artículo 119 

de la Ley de Amparo, se tienen por admitidas y desahogadas las 

probanzas de cuenta, sin perjuicio de otorgarles el valor que les 

corresponda al dictarse la resolución correspondiente.

Concluida la etapa probatoria, se declara abierto el período de 

alegatos. 

Secretario, dé cuenta con los que hayan formulado las partes.

El Secretario: Se hace constar que ninguna de las partes los 

formuló.

La Jueza Federal: De conformidad con el numeral 124 de la 

Ley de Amparo, se tienen por perdido el derecho de las partes de 

alegar; por concluida dicha fase y por finalizada la audiencia.
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Amparo indirecto 214/2024

JUEZA MARTHA EUGENIA MAGAÑA LÓPEZ 
SECRETARIO RODOLFO ANDRÉS MARTÍNEZ HIDALGO

VISTO el juicio de amparo 214/2024; para dictar la 

correspondiente

S E N T E N C I A

            La acción constitucional fue instada por  *****  ***  ****** 
****** ******, por conducto de  su apoderada legal, contra  actos de 

la Comisión de Pensiones y Jubilaciones del Ayuntamiento de 
Jojutla, Morelos y otra autoridad; y,

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. DEMANDA DE AMPARO. Por escrito presentado 

ante el Buzón Judicial de la Oficina de Correspondencia Común de los 

Juzgados de Distrito en el Estado de Morelos, con residencia en 

Cuernavaca,  *****  ***  ******  ******  ******, por conducto de  su 

apoderada legal, solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal, 

contra de los actos y autoridad que precisó en su demanda.

SEGUNDO. DERECHOS VULNERADOS. La quejosa señaló 

como derechos vulnerados, los tutelados en los artículos 4, 5, 13, 14, 

16, 17 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos.

TERCERO. SUBSTANCIACIÓN DEL JUICIO. Por razón de 

turno, a este Juzgado de Distrito le correspondió conocer de la 

demanda de amparo, se formó y registró el expediente con el número 

214/2024, ordenó admitir a trámite, requerir a las autoridades 

responsables su informe con justificación, dar la intervención que 

legalmente le compete al agente del Ministerio Público de la Federación 

adscrito, se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia 

constitucional.

CUARTO. AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. Con esta fecha  
tuvo verificativo la audiencia constitucional, en términos de lo 

dispuesto en el artículo 124 de la Ley de Amparo, donde se ordenó 
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poner los autos a la vista de este juzgado federal para dictar la 

sentencia que en derecho corresponde; y,

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. COMPETENCIA. Este Juzgado Quinto de Distrito 

en el Estado de Morelos, con residencia en Cuernavaca, es 

competente para conocer y resolver el presente juicio de amparo, de 

conformidad con lo dispuesto por los artículos 103 y 107 

Constitucionales, 1, 35, 37 y 107, de la Ley de Amparo; 49 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el 

Acuerdo General 3/2013 del Pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal.

SEGUNDO. PRECISIÓN DEL ACTO RECLAMADO. Esta 

Juzgadora Federal fija la materia de la litis, para lo cual atenderá a la 

demanda en su integridad, esto es, el texto completo del escrito inicial, 

anexos y la totalidad de constancias del expediente, de conformidad 

con lo dispuesto por el artículo 74, fracción I, de la Ley de Amparo.

Lo anterior, tal como lo establece la jurisprudencia 2a./J. 55/98, 

sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, con registro 195745, que dice al rubro: 

“ACTOS RECLAMADOS. DEBE ESTUDIARSE ÍNTEGRAMENTE LA 
DEMANDA DE AMPARO PARA DETERMINARLOS.” 1

Sobre esas bases, del análisis integral de la demanda de 

amparo, así como de la totalidad de las constancias del expediente, se 

desprende que la intención de la parte quejosa consiste en reclamar:

- El acuerdo por el que se establecen los parámetros para la 
Supervivencia de los Jubilados y Pensionados, emitido en la Segunda 
Sesión Extraordinaria de la Comisión de Pensiones y Jubilaciones de 
Jojutla, Morelos. 

-La circular 1 de trece de enero de dos mil veintitrés, emitida por 
*******  *******  ******, Encargado de despacho de la Secretaría de 
Administración del Ayuntamiento de Jojutla, Morelos. 

TERCERO. CERTEZA DEL ACTO RECLAMADO. Al rendir 

informes justificados las autoridades responsables Comisión de 
Pensiones y Jubilaciones y ******* ******* ******, en su carácter 

1 Publicada en la página 17, Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN, Novena Época, del Apéndice 2000.  
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Amparo indirecto 214/2024

de  Secretario de Administración ambos del Ayuntamiento de 
Jojutla, Morelos aceptaron los actos que se les reclama.

Además, su existencia se corrobora con las documentales 

relativas al acto reclamado que remitieron las autoridades 

responsables con su informe justificado, a las que se les otorga plena 

eficacia probatoria en términos de lo dispuesto en los artículos 129, 

197 y 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles aplicado 

supletoriamente a la Ley de Amparo, en virtud de haber sido 

expedidas por autoridad pública al ejercer sus funciones.

CUARTO. INVIABILIDAD DEL JUICIO. Es presupuesto 

procesal el estudio de la inviabilidad del juicio, por tanto, debe 

abordarse de oficio y en forma preferente al análisis de fondo, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 62 de la Ley de Amparo2.

- Definitividad.

En el caso, las autoridades responsables sostienen que se 

actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción 

XX, de la Ley de Amparo, pues la parte quejosa debió de agotar el 

juicio de nulidad ante el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado 

de Morelos

 Sin embargo, la que resuelve considera que dicha causa resulta 

infundada, en términos de la fracción V, del artículo 107, de la ley de 

Amparo, en consideración a que, el acto reclamado consiste en la 

omisión de pagar a la parte quejosa la pensión que por derecho le 

corresponde, condicionándola a que previo a que se le pague debe de 

acreditar quincenal o mensualmente la supervivencia ante las 

autoridades responsables, lo cual repercute y vulnera  el derecho al 

mínimo vital, y en ese caso todo pensionado al pertenecer a una clase 

de sujetos que se encuentran en una situación especial de 

vulnerabilidad para allegarse de recursos materiales que garanticen su 

sostenimiento, cualquier acto que impida su pago se debe de 

considerar como un caso de excepción a la regla general, pues se 

trata de un acto de imposible reparación que afecta el derecho 

sustantivo de supervivencia del jubilado adulto mayor, por tanto, puede 

2 Artículo 62. Las causas de improcedencia se analizarán de oficio por el órgano jurisdiccional que conozca del 
juicio de amparo.
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6

acudir al juicio de amparo, sin agotar previamente el recurso ordinario, 

de ahí lo infundado de la causal de improcedencia hecha valer.

  En apoyo y  por analogía jurídica se cita la tesis XIII.T.A.13 L 

(10a.), establecida por el Tribunal Colegiado en Materias de Trabajo y 

Administrativa del Décimo Tercer Circuito con número de registro 

2015963, del rubro:

 “EMBARGO DE CUENTAS BANCARIAS PROPIEDAD DE PETRÓLEOS 
MEXICANOS, DECRETADO Y TRABADO EN EJECUCIÓN DE LAUDO. 
CONSTITUYE UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN, DENTRO DE 
DICHA ETAPA, QUE HACE PROCEDENTE EL JUICIO DE GARANTÍAS 
INDIRECTO, EN TÉRMINOS DE LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 107 
DE LA LEY DE AMPARO.

QUINTO. ESTUDIO DE FONDO. En el caso la parte quejosa 

hace valer conceptos de violación, en los que medularmente 

argumenta:

- El acuerdo y circular que combate carecen de fundamentación y 
motivación, y que además se vulnera los derechos de seguridad jurídica y 
social que ha adquirido.
- El artículo 123 Constitucional reconoce el derecho a la seguridad social, 
en tanto que los artículos 43, 45, y 54 de la Ley del Servicio Civil del 
Estado de Morelos prevén la obligación de las autoridades de gobierno y 
de los municipios el proporcionar a sus trabajadores una pensión con la 
única condición de que cumplan con los requisitos que la propia legislación 
prevé.
- No debe desconocerse que fue otorgada una pensión y que ahora le 
están condicionando su pago porque tiene que acreditar la supervivencia 
cada quincena o mes, lo cual restringe su movilidad en donde ahora reside 
que es fuera del país en Ciudad de las Vegas Nevada, Estados Unidos 
Norteamérica y que tendría que trasladarse hasta la ciudad de Jojutla, 
Morelos para poder seguir gozando  de su pensión.

En el caso, son fundados los motivos de disenso  que hace 

valer la parte quejosa, analizados en suplencia de la queja en 

términos artículo 79, fracción VII3, de la Ley de Amparo. 

En efecto, esta Juzgadora Federal determina que la forma en 

que las autoridades responsables, han realizado actos tendentes para 

que la hoy quejosa no pueda cobrar la pensión de viudez ya otorgada, 

bajo el argumento de que debe acreditar periódicamente que se 

encuentra viva; no es apegada a derecho pues si bien la finalidad 

pretendida por la responsable tiene un fin legal, lo cierto es que es 

3 “Artículo 79. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los 
conceptos de violación o agravios, en los casos siguientes:
[…]
VII. En cualquier materia, en favor de quienes por sus condiciones de pobreza o marginación se 
encuentren en clara desventaja social para su defensa en el juicio.”
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Amparo indirecto 214/2024

debe buscar alternativas idóneas, para que la hoy quejosa pueda 

cobrar sin contratiempos su pago de pensión y no se le deje en estado 

de necesidad; lo que hace suponer que dichas responsables han sido 

omisas en abordar el caso con perspectiva de género y de adulta 

mayor.

Por tanto, es preciso establecer qué implican esas dos 

perspectivas a la hora de emitir una sentencia, así como establecer el 

estereotipo de mujer viuda, lo que implica la seguridad social para una 

persona jubilada y la protección de este derecho por los estándares 

internacionales.

 - Adulta mayor.

            Advirtiendo que la demandante del amparo es una adulta 

mayor, la perspectiva indicada, obliga a esta juzgadora y a todas las 

instituciones del Estado deben tener especial cuidado en 

salvaguardar los derechos y dignidad humana de la quejosa en su 

calidad de adulta, en tanto sea evidente que su estado de 

vulnerabilidad puede conducir a una discriminación institucional, 

social, familiar, laboral y económica. De ahí que para evitar lo 

anterior, deben interpretarse las normas aplicables de la manera que 

resulten más benéficas y flexibles a sus intereses.

En relación con el tema, la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, determinó que el estudio bajo una perspectiva distinta a la 

tradicional, implica para los juzgadores impartir justicia con base en 

una perspectiva que conlleva a implementar una metodología aunque 

las partes no lo soliciten; lo anterior, para verificar una situación de 

violencia o vulnerabilidad que impida la impartición de justicia 

igualitaria atendiendo al contexto particular de la persona.

En el caso específico, el estudio debe realizarse bajo una 
perspectiva de adulta mayor, dado que la quejosa cuenta con 

setenta años de edad, como se advierte de las pruebas aportadas a 

la demanda.

Ahora, si bien el hecho de que una persona adulta mayor esté 
involucrada en un asunto, no genera por si la suplencia a su favor, 

pues la mayoría de edad puede ubicarla en alguien con mayor 

experiencia o capacidad frente a una situación en concreto, lo cierto 
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8

es que existen casos en que la edad es un factor determinante que 

requiere una protección reforzada de los derechos de la persona, 

razón por la cual, debe atenderse a la existencia real de esa 

vulnerabilidad, caso a caso.

En consecuencia, este órgano jurisdiccional, analizará el 

presente caso con especial protección y motivación reforzada, lo cual 

incluso se ve robustecido por el hecho de que los instrumentos 

internacionales y los regímenes jurídicos modernos han venido 

marcando una línea de protección especial a los adultos mayores.

Son aplicables, por analogía, la tesis I.7o.A.22 K (10a.) 

XI.2o.C.10 C (10a.), emitidas por Séptimo Tribunal Colegiado En 

Materia Administrativa del Primer Circuito, con registros digitales  

2020823 y 2013306 de rubros:

 “ADULTOS MAYORES EN ESTADO DE VULNERABILIDAD. AL 
PERTENECER A UNA CATEGORÍA SOSPECHOSA, EL TRIBUNAL DE 
ALZADA DEBE SUPLIR LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MICHOACÁN).”

“ADULTOS MAYORES. OPERA EN SU FAVOR LA SUPLENCIA DE LA 
QUEJA DEFICIENTE, PREVISTA EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 
79 DE LA LEY DE AMPARO, POR TRATARSE DE UN GRUPO 
VULNERABLE QUE MERECE ATENCIÓN JURÍDICA ESPECIAL.”
 

- Perspectiva de género.

Los artículos 1° y 4° de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, prohíben todo tipo de discriminación y establecen 

la igualdad entre los hombres y las mujeres, lo cual obliga a todo 

juzgador a promover las condiciones para que el derecho a la igualdad 

sea real y efectivo, adoptando medidas en favor de grupos 

discriminados o marginados, así́ como los que se encuentren en 

condiciones clasificadas como “categorías sospechosas”, a saber: 

sexo, género, preferencias, orientación sexual, edad, discapacidad, 

condición social, raza, religión, entre otros. 

Considerando lo anterior y tomando en cuenta el Protocolo 

para Juzgar con Perspectiva de Género, publicado por la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, que señala que la perspectiva de 

género es un método que, bajo un esquema de interseccionalidad, 
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Amparo indirecto 214/2024

detecta la presencia de tratos diferenciados, basados en sexo, el 

género o las preferencias y orientaciones sexuales. 

Sirve de sustento a lo anterior, la jurisprudencia 22/2016, 

sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, con registro digital 2011430, de rubro siguiente: 

“ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. 
ELEMENTOS PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO.” 

Luego, ante tal panorama, el presente asunto tiene que ser 

analizado bajo un enfoque con perspectiva de género, pues se trata de 

una controversia en la que, se encuentran involucrados derechos de 

una mujer, viuda de quien fuera elemento de la Secretaría de la 

Defensa Nacional y a la cual, las autoridades responsables limitan su 

libre desarrollo de la personalidad.

Lo anterior conforme a las obligaciones enunciadas en la tesis 

XX/2015 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, con registro digital 2009998, del rubro siguiente: 

“IMPARTICIÓN DE JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. 
OBLIGACIONES QUE DEBE CUMPLIR EL ESTADO MEXICANO EN LA 
MATERIA.”

Por lo que el estudio de los actos reclamados se hará bajo un 

enfoque de perspectiva de género. 

El artículo 20 de la Ley de Acceso de las Mujeres a una vida 

libre de violencia para el Estado de Morelos establece distintos tipos 

de violencia contra las mujeres que pueden encontrarse en sus 

diferentes modalidades, tales como la psicológica, emocional, física, 

sexual, patrimonial, económica, obstétrica, mediática, digital, vicaria o 

cualquier otra forma análoga que lesione o sea susceptible de dañar la 

integridad, libertad o dignidad de las Mujeres. 

Por tanto, todas aquellas prácticas que busquen menoscabar la 

dignidad, autonomía y/o poder de mando o autodeterminación de la 

mujer en lo individual o en lo colectivo en cualquier ámbito de su vida 

privada o pública, configuran un cuadro de violencia en contra de la 

Mujer.

El  Comité para la Eliminación de la Discriminación contra 
la Mujer (CEDAW), en su Recomendación General No. 19, precisó 
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10

que la violencia contra la mujer, que menoscaba o anula el goce por 

la mujer de sus derechos humanos y libertades fundamentales en 

virtud del derecho internacional o de convenios específicos de 

derechos humanos, constituye discriminación, tal como se entiende 

en el artículo 1° de la Convención sobre la eliminación de todas las 

formas de discriminación contra la mujer.4

Entonces, ante los supuestos de posibles actos de violencia o 

discriminación, como en el caso en concreto, deben ser analizados y 

resueltos en términos del artículo 7 de la Convención De Belem Do 

Pará.

Ahora bien, la CEDAW definió como violencia económica las  

acciones u omisiones que afectan la economía y subsistencia de las 

mujeres, donde el dinero es el medio para quebrantar y vulnerar sus 

derechos.

Un ejemplo de ello sería restringir la satisfacción o  

necesidades básicas tales como: comer, vestirse, realizar actividades 

recreativas, vivienda digna, acceso al servicio de la salud, limitar el 

acceso a su dinero; esencia, todas aquellas formas que quebrantan y 

evitan la autonomía e independencia económica.

Es una de las tantas manifestaciones de la violencia hacia la 

mujer, pues se dirige a ocasionar un menoscabo en los recursos 

económicos o patrimoniales, pues el dinero adquiere un significado 

social en sí mismo, objeto de valor, control, condicionamiento y poder 

para quien los disponga. 

Conforme a esas premisas, destaca que juzgar con 
perspectiva de género en tutela a la mujer, tiene como finalidad 

detectar y eliminar barreras, así como obstáculos que las discriminan 

por condición de sexo, es decir, se imparte justicia considerando las 

situaciones de desventaja que impiden la igualdad, por el sólo hecho 

de ser mujeres; este método analítico debe aplicarse en todos los 

casos que involucren relaciones asimétricas que las dejan en 

4 Artículo 1
A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra la mujer" denotará toda 
distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o 
anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la 
base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales 
en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.”
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Amparo indirecto 214/2024

desventaja, con la finalidad de eliminar barreras que las discriminan 

por el solo hecho de ser mujeres. 

En este sentido, el reconocimiento de los derechos de la mujer 

a una vida libre de violencia, obstáculos y limitación para una 

supervivencia en condiciones de igualdad, exige que el caso se 

analice con perspectiva de género, pues esas barreras o limitantes 

para poder subsistir inciden en una violación sistemática a sus 

derechos humanos, al limitar o condicionarla a recibir su pensión.

- Mujer bajo el estereotipo de viuda 

  Asimismo, es importante destacar que el presente asunto se 

analizará desde la perspectiva en que la quejosa es una viuda de un 

extrabajador del Ayuntamiento de las autoridades responsables quien 

después de diversos procedimientos y resoluciones logró que se le 

concediera una pensión por viudez y que ahora las autoridades 

encargadas del pagarle su pensión de viudez, a través de un  

dictamen y una circular le están condicionando que para seguir 

gozando y cobrando su pensión debe presentarse personalmente ante 

ellas y que en caso de no hacerlo o justificar su incomparecencia se le 

suspenderá el pago correspondiente, sin considerar dichas 

responsables que los pensionados pueden depender de esa única 

entrada o pago, para satisfacer sus necesidades mediatas e 

inmediatas, y al no pagársele quedan en estado de vulnerabilidad, al 

no poder adquirir lo más necesario para subsistir, como son los 

alimentos, ni hacer frente a los compromisos económicos adquiridos, 

pago de servicios, de vivienda, servicios de salud entre otros 

prerrogativas; máxime que no son sensibles y soslayan el estado de 

vulnerabilidad en que pudiera encontrarse la hoy quejosa, por lo que 

debe de eliminarse toda barrera y obstáculo pues es evidente que la 
colocan en una situación de desventaja.

Lo anterior sin analizar el estereotipo de mujer viuda que ha 

invisibilizado a la mujer cuando su pareja fallece, pues por mucho 

tiempo se ha considerado erróneamente que pasa de ser una “carga 

económica del padre”, a una “carga económica del marido”, que 

termina siendo una “carga económica para el estado”.

            - Seguridad Social y el Derecho al Mínimo Vital. 
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Por otro lado, resulta indispensable acudir al contenido del 

artículo 123, apartado A, fracción VIII de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, así como al diverso 9, del Protocolo 

Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 

materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales5, de los 

cuales se advierte que la intención del Constituyente de mil 

novecientos diecisiete fue la de proteger a los trabajadores o sus 

beneficiarios para que, entre otras cuestiones, tuvieran una 

remuneración digna y, sobre todo, satisfacer sus necesidades básicas 

y las de su familia.

En efecto, la dignidad de la mujer pensionada, su subsistencia 

y la de su familia es uno de los ejes más importantes que inspiró las 

disposiciones laborales de la Constitución de mil novecientos diecisiete 

y sus subsecuentes reformas. 

Además, desde un punto de vista agregado, existe un derecho 

para que todas las personas tengan un mínimo que les garantice una 

subsistencia digna y autónoma. 

Dicho núcleo mínimo es indispensable para que una persona 

tenga, como punto de partida, condiciones materiales que le permitan 

definirse como persona y ejercer su libertad positiva para desarrollar 

un plan de vida autónomo, que facilitará su participación en la vida 

democrática. 

Este derecho se ha catalogado en nuestro sistema jurídico 

como el derecho al “mínimo vital”.

Al respecto resulta ilustrativa la tesis aislada 1a. XCVII/2007 

sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, con número de registro digital 172545, del rubro: 

5“Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la 
creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley.
El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales 
regirán:
A. Entre los obreros, jornaleros, empleados domésticos, artesanos y de una manera general, todo contrato de 
trabajo:
[…]
VIII. El salario mínimo quedará exceptuado de embargo, compensación o descuento
[…]”
Artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales:
“Artículo 9
Derecho a la Seguridad Social
1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la 
incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. 
En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes.
2. Cuando se trate de personas que se encuentran trabajando, el derecho a la seguridad social cubrirá al menos la 
atención médica y el subsidio o jubilación en casos de accidentes de trabajo o de enfermedad profesional y, 
cuando se trate de mujeres, licencia retribuida por maternidad antes y después del parto”.
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“DERECHO AL MÍNIMO VITAL EN EL ORDEN CONSTITUCIONAL 
MEXICANO.”

Hasta este punto, es posible afirmar que la protección 

constitucional a la pensión, es una manifestación del derecho al 

mínimo vital, del que puede desprenderse que son necesarias ciertas 

condiciones básicas y prestaciones sociales para evitar que la persona 

se vea inconstitucionalmente reducida a su valor intrínseco como ser 

humano por no contar con las condiciones materiales que le permitan 

llevar una existencia digna.

Conforme a lo expuesto, si el derecho al mínimo vital implica 

que son imprescindibles ciertos recursos materiales para tener una 

existencia digna y conforme a nuestra realidad social, la pensión en la 

mayoría de los casos constituye el único ingreso de un grupo que se 

erige como vulnerable, por ser en extremo difícil o en ciertas ocasiones 

imposible conseguir otras fuentes de ingreso por las discapacidades 

físicas, psicológicas y demás particularidades adversas que 

caracterizan a la senectud, es factible considerar que existen razones 

suficientes para estimar que si el derecho a gozar de una pensión es 

reconocido en la Constitución, no puede limitarse por trámites 

meramente administrativos que exceden de lo previsto en la norma 

suprema.

Aunado a ello, los pensionados por su edad, vejez, 

discapacidades físicas y mentales, tienen una mayor dificultad (que a 

veces se traduce en una verdadera imposibilidad) para hacerse de 

otras fuentes de ingreso, y por ende, de allegarse los recursos 

necesarios para tener una existencia digna. 

Además, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención 

Americana Sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos 

Económicos Sociales y Culturales prevé de manera expresa que toda 

persona tiene un derecho a la seguridad social que la proteja contra 

las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite 

física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida 

digna y decorosa. 

Lo cual llega a reforzar la postura que aquí se expone, en 

razón que, de admitir que no es posible sostener que la pensión no 
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está protegida desde el punto de vista constitucional contra cualquier 

acto administrativo que condicione su pago, implicaría admitir que en 

ciertos casos puede hacerse nugatorio el derecho fundamental a la 

seguridad social previsto en el referido tratado internacional, puesto 

que permitir el que se condicione el pago, al ser ésta como se ha 

sostenido en la mayoría de los casos la única fuente de ingreso, 

implicaría dejar a la gobernada sin esa protección contra las 

consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite para 

obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa.

Acorde a lo anterior, el derecho humano al mínimo vital 

independientemente del relativo a una vida digna, no sólo contempla lo 

mínimo para la supervivencia económica, sino también para la 

existencia libre y digna, en la que queda incluida, la protección a la 

alimentación, vivienda, servicios de salud y de educación.

Asimismo, corresponde al Estado, el aseguramiento de una 

existencia digna para las personas, que abarca todas las acciones 

positivas y negativas que permitan respetar la dignidad humana –y no 

necesariamente otorgar la prestación de manera directa-, que los 

ciudadanos tengan acceso generalizado a alimentación, vestido, 

vivienda, trabajo, salud (incluyendo prevención de enfermedades y 

rehabilitación), transporte, educación, cultura, así como a un medio 

ambiente sano y sustentable; y que aunado a ello, debe garantizar 

atención a los incapacitados o a las personas con necesidades 

especiales o específicas, procurando su incorporación a la vida activa.

Ahora bien, en este apartado debe enfatizarse que los 

derechos humanos destacados, en función de una pensión, no sólo se 

respeta a través de proveer a la pensionada de una cantidad para que 

haga frente a las necesidades que pueda tener como individuo en la 

vejez, y de conformidad con lo que haya cotizado durante su vida 

laboral activa, y conforme a las reglas y tabuladores que para ello 

existe en el ámbito administrativo, sino que por ello, el Estado, como 

garante de la subsistencia del pensionado, debe entregar y cubrir en 

tiempo la pensión digna y sin restricción alguna, para no hacer 

ilusorios los derechos humanos referidos.

R
O

D
O

L
FO

 A
N

D
R

E
S M

A
R

T
IN

E
Z

 H
ID

A
L

G
O

70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.02.c4.d2
26/05/24 17:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Amparo indirecto 214/2024

Ello, porque los pensionados como se dice anteriormente 

dependen del pago de su pensión, para satisfacer sus necesidades 

mediatas e inmediatas, y al no pagársele quedan en estado de 

vulnerabilidad, al no poder adquirir lo más necesario para subsistir, 

como son los alimentos, ni hacer frente a los compromisos 

económicos adquiridos, como son el pago de servicios, de vivienda, 

tampoco puede acceder a servicios de salud y de educación, menos a 

un medio ambiente sano y sustentable, que le permita vivir 

dignamente.

El derecho a la pensión, también como ya se dijo, se encuentra 

previsto en el artículo 123, de la Constitución Federal; este precepto 

constitucional, no sólo contiene las bases mínimas de seguridad social 

para los trabajadores, sino que de él también deriva el principio 

constitucional de la previsión social, que se sustenta en la obligación 

de establecer un sistema íntegro que otorgue tranquilidad y bienestar 

personal a los trabajadores y a su familia, ante los riesgos a los que se 

encuentran expuestos, orientados necesariamente a procurar el 

mejoramiento del nivel de vida.

 A lo anterior sirve de apoyo, la jurisprudencia 1a./J. 125/2023 

(11a.), establecida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, con registro digital 2027307 del rubro:

“DERECHO DE LAS PERSONAS DE EDAD AVANZADA A CONTAR 
CON UN MÍNIMO VITAL. AMERITA UNA PROTECCIÓN ESTATAL 
ESPECIAL PARA IDENTIFICAR Y SUBSANAR POSIBLES 
CONDICIONES DE VULNERABILIDAD.”

- Protección a la Pensión según la Comisiona 
Interamericana de Derechos Humanos. 

             En relación con el tema, la Comisiona Interamericana de 

Derechos Humanos sostiene que el sistema interamericano protege el 

derecho a la pensión y las implicaciones de acceder a una pensión 

jubilatoria de modo rápido y sencillo para evitar perjuicios al derecho a 

la integridad y que las pensiones están protegidas frente a reducciones 

arbitrarias o ilegales y que en caso contrario cualquier limitación debe 

ser convencional6, ya que para ello, sostiene:

6http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/2023/PersonasMayores_ES.pdf
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              “Pensión y derechos jubilatorios 

95. Si bien la materia pensionaria abarca una serie de derechos que 
trascienden la edad propiamente, es también un hecho de la realidad; que 
este tipo de prestaciones se alcanzan en edades avanzadas del transcurso 
de la vida, como es el caso de las personas mayores. En este sentido, el 
sistema interamericano protege el derecho a la pensión y las implicancias 
de acceder a una pensión jubilatoria de modo rápido y sencillo para evitar 
perjuicios al derecho a la integridad. 

96. Respecto de la protección del derecho a la pensión, en el caso Cinco 
Pensionistas vs. Perú, la Corte Interamericana estableció que la pensión 
jubilatoria es un derecho protegido por el artículo 21 de la CADH, el cual, a 
su vez, protege el derecho a la propiedad. Esto supone que las pensiones 
están protegidas frente a reducciones arbitrarias o ilegales. En este 
sentido, cualquier limitación a la pensión debe ser convencional según los 
términos en los que se restringe el derecho a la propiedad. Por lo tanto, 
“los Estados pueden poner limitaciones al goce del derecho de propiedad 
por razones de utilidad pública o interés social. En el caso de los efectos 
patrimoniales de las pensiones (monto de las pensiones), los Estados 
pueden reducirlos únicamente por la vía legal adecuada y por los motivos 
ya indicados” . 

Esta misma restricción debe ser compatible con el artículo 5 del Protocolo 
95 San Salvador, según el cual los Estados pueden establecer limitaciones 
y restricciones al goce y ejercicio de los derechos económicos, sociales y 
culturales, “mediante leyes promulgadas con el objeto de preservar el 
bienestar general dentro de una sociedad democrática, en la medida que 
no contradigan el propósito y razón de los mismos” . 967

97. Asimismo, en el caso Acevedo Buendía vs. Perú, la Corte también 
señaló que es una aspiración natural de las personas trabajadoras 
cesantes o jubiladas disfrutar de la libertad y el descanso que supone 
cumplir con su tiempo de prestación laboral. En este sentido, la Comisión 
observa que, si bien el estándar no está destinado únicamente a personas 
mayores, es natural que el acceso a una pensión contributiva sea un 
proceso normal del avance del tiempo y la edad. En este sentido, resulta 
relevante que la Corte haya entendido que es vulneratorio del derecho a la 
pensión la cancelación u obstaculización del goce de cesantías y 
jubilaciones, dado que resulta en que las personas afectadas se vean 
obligadas a obtener nuevos trabajos, a comprometer su patrimonio y 
persona a través de préstamos o venta de sus bienes, o a adaptándose a 
una nueva realidad socioeconómica en una de las etapas más difíciles de 
su vida. 978 

Asimismo la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

emitió una compilación de los principales instrumentos del sistema 

796 Corte IDH. Caso "Cinco Pensionistas" Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de febrero de 
2003. Serie C No. 96 98, párr. 116: “Si bien el derecho a la pensión nivelada es un derecho adquirido, de 
conformidad con el artículo 21 de la Convención, los Estados pueden poner limitaciones al goce del derecho de 
propiedad por razones de utilidad pública o interés social. En el caso de los efectos patrimoniales de las pensiones 
(monto de las pensiones), los Estados pueden reducirlos únicamente por la vía legal adecuada y por los motivos ya 
indicados. Por su parte, el artículo 5 del Protocolo Adicional a la Convención Americana en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (en adelante “Protocolo de San Salvador”) sólo permite a los Estados establecer 
limitaciones y restricciones al goce y ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales, “mediante leyes 
promulgadas con el objeto de preservar el bienestar general dentro de una sociedad democrática, en la medida que 
no contradigan el propósito y razón de los mismos”. En toda y cualquier circunstancia, si la restricción o limitación 
afecta el derecho a la propiedad, ésta debe realizarse, además, de conformidad con los parámetros establecidos 
en el artículo 21 de la Convención Americana”

8 97 Corte IDH. Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría”) Vs. Perú. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2009. Serie C No. 198, párr. 131
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interamericano de protección de los derechos humanos9, mismos que 

sirven de guía para usuarios y usuarias del sistema; en dicha 

compilación se encuentra el documento denominado Convención 
Interamericana Sobre la Protección de los Derechos Humanos de 
las Personas Mayores, de donde se resalta que la persona mayor 

tiene los mismos derechos humanos y libertades fundamentales que 

otras personas, y que estos derechos, incluido el de no verse sometida 

a discriminación fundada en la edad ni a ningún tipo de violencia, 

dimanan de la dignidad y la igualdad que son inherentes a todo ser 

humano;  y se le reconoce además que la persona, a medida que 

envejece, debe seguir disfrutando de una vida plena, independiente y 

autónoma, con salud, seguridad, integración y participación activa en 

las esferas económica, social, cultural y política de sus sociedades.

Del mencionado documento se lee lo siguiente:

“Los Estados Parte en la presente Convención,

Reconociendo que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido 
consagrado en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y 
reafirmado en otros instrumentos internacionales y regionales;

Reiterando el propósito de consolidar, dentro del marco de las instituciones 
democráticas, un régimen de libertad individual y de justicia social, fundado 
en el respeto de los derechos fundamentales de la persona;

Teniendo en cuenta que, con arreglo a la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos y a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, solo puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del 
temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada 
persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto 
como de sus derechos civiles y políticos;

Reafirmando la universalidad, indivisibilidad, interdependencia e 
interrelación de todos los derechos humanos y libertades fundamentales, 
así como la obligación de eliminar todas las formas de discriminación, en 
particular, la discriminación por motivos de edad;

Resaltando que la persona mayor tiene los mismos derechos humanos y 
libertades fundamentales que otras personas, y que estos derechos, 
incluido el de no verse sometida a discriminación fundada en la edad ni a 
ningún tipo de violencia, dimanan de la dignidad y la igualdad que son 
inherentes a todo ser humano;

Reconociendo que la persona, a medida que envejece, debe seguir 
disfrutando de una vida plena, independiente y autónoma, con salud, 
seguridad, integración y participación activa en las esferas económica, 
social, cultural y política de sus sociedades;

9http://www.cidh.org/portal
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Reconociendo también la necesidad de abordar los asuntos de la vejez y el 
envejecimiento desde una perspectiva de derechos humanos que 
reconoce las valiosas contribuciones actuales y potenciales de la persona 
mayor al bienestar común, a la identidad cultural, a la diversidad de sus 
comunidades, al desarrollo humano, social y económico y a la erradicación 
de la pobreza;

Recordando lo establecido en los Principios de las Naciones Unidas en 
favor de las Personas de Edad (1991); la Proclamación sobre el 
Envejecimiento (1992); la Declaración Política y el Plan de Acción 
Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento (2002), así como los 
instrumentos regionales tales como la Estrategia Regional de 
implementación para América Latina y el Caribe del Plan de Acción 
Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento (2003); la Declaración de 
Brasilia (2007), el Plan de Acción de la Organización Panamericana de la 
Salud sobre la salud de las personas mayores, incluido el envejecimiento 
activo y saludable (2009), la Declaración de Compromiso de Puerto 
España (2009) y la Carta de San José sobre los derechos de las personas 
mayores de América Latina y el Caribe (2012);

Decididos a incorporar y dar prioridad al tema del envejecimiento en las 
políticas públicas, así como a destinar y gestionar los recursos humanos, 
materiales y financieros para lograr una adecuada implementación y 
evaluación de las medidas especiales puestas en práctica; 

Reafirmando el valor de la solidaridad y complementariedad de la 
cooperación internacional y regional para promover los derechos humanos 
y las libertades fundamentales de la persona mayor;

Respaldando activamente la incorporación de la perspectiva de género en 
todas  las políticas y programas dirigidos a hacer efectivos los derechos de 
la persona mayor y destacando la necesidad de eliminar toda forma de 
discriminación;

Convencidos de la importancia de facilitar la formulación y el cumplimiento 
de leyes y programas de prevención de abuso, abandono, negligencia, 
maltrato y violencia contra la persona mayor, y la necesidad de contar con 
mecanismos nacionales que protejan sus derechos humanos y libertades 
fundamentales; y

Convencidos también de que la adopción de una convención amplia e 
integral contribuirá significativamente a promover, proteger y asegurar el 
pleno goce y ejercicio de los derechos de la persona mayor, y a fomentar 
un envejecimiento activo en todos los ámbitos, Han convenido suscribir la 
presente Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos 
Humanos de las Personas Mayores (en adelante, la “Convención”)”

-  Análisis del caso.

En el caso específico, el Ayuntamiento de Jojutla, Morelos en 

sesión de doce de enero de dos mil veintitrés, tuvo lugar la segunda 

sesión extraordinaria de la Comisión de Pensiones y Jubilaciones, en 

donde entre otras cuestiones se dio lectura, discutió y aprobó el 

dictamen para “ESTABLECER PARÁMETROS PARA LA 
SUPERVIVENCIA DE LOS JUBILADOS Y PENSIONADOS DEL 
MUNICIPIO DE JOJUTLA, MORELOS”  por lo que con el fin de 

comprobar y constar la supervivencia de las personas pensionadas o 
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beneficiarias ante ese municipio, se deberían de presentar físicamente 

con identificación oficial, comprobante de domicilio y con número 

telefónico actualizado; que en caso de no poder asistir de manera 

presencial o que compareciera a través de apoderado legal o se 

encontraran residiendo en el extranjero tenían que acreditar tales 

circunstancias con diversos requisito y constancias; dicha 

comparecencia deben realizarla por lo menos cada cuatro meses, ello 

para preservar y constatar la "Fe de Vida".

Por su parte, el Encargado del Despacho de la Dirección de 

Administración del Municipio de Jojutla, Morelos, con fecha trece de 

enero de dos mil veintitrés emitió la Circular Número Uno en la que 

hace del conocimiento de las personas jubiladas y pensionados de ese 

municipio que deben asistir puntualmente a su firma de nómina y que 

en caso de no hacerlo, por dos meses consecutivos se le suspendería 

el pago de su pensión y se reanudaría hasta que se pusieran al 

corriente de sus firmas.

El anterior  dictamen y circular es de lo que se duele la hoy 

quejosa, pues se le condiciona que para seguir gozando y cobrando su 

pensión debe presentarse personalmente ante el Ayuntamiento de 

Jojutla, Morelos o en caso de no poder hacerlo debe cumplir con 

diversos requisitos para justificar su falta de comparecencia, ya que en  

caso de no hacerlo se le suspenderá el pago correspondiente.

Ahora, mediante decreto de fecha veintiséis de marzo de dos 

mil veintiuno, a la quejosa le fue otorgada pensión por viudez en los 

términos siguientes:

“Al margen superior izquierdo un logotipo que dice: JOJUTLA.- Renace con 
fuerza.- 2019-2021. Al margen superior derecho una toponimia que dice: 
Xoxoutla. 

************ 

Jojutla, Morelos; a 26 de marzo de 2021. 

ACUERDO POR EL QUE SE APRUEBA PENSIÓN POR VIUDEZ POR LA 
CANTIDAD DE  *********** A LA C.  *****  ***  ******  ****** 
******* 

EL HONORABLE AYUNTAMIENTO DE JOJUTLA, MORELOS, EN 
EJERCICIO DE LA FACULTAD QUE LE OTORGA LA FRACCIÓN LXIV, 
DEL ARTÍCULO 38, DE LA LEY ORGÁNICA MUNICIPAL DEL ESTADO 
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DE MORELOS, Y EN CUMPLIMIENTO AL ACUERDO DE LA DÉCIMA 
QUINTA SESIÓN ORDINARIA DE LA COMISIÓN DE PENSIONES Y 
JUBILACIONES DEL AYUNTAMIENTO DE JOJUTLA, MORELOS, 
CELEBRADA EL DÍA 02 DE MARZO DEL PRESENTE AÑO, TIENE A 
BIEN EMITIR EL PRESENTE ACUERDO RESPECTO DE LA SOLICITUD 
DE PENSIÓN A LA C* ***** *** ****** ****** ******.

 ANTECEDENTES 

En fecha quince de abril de la presente anualidad se llevó a cabo la quinta 
sesión extraordinaria de Cabildo correspondiente al tercer año de gestión 
del Gobierno Municipal de Jojutla 2019-2021, en el punto número 05 del 
orden del día se aprobó la propuesta de las dieciséis solicitudes de 
pensión aprobadas en la décima quinta sesión ordinaria de la Comisión de 
Pensiones y Jubilaciones del Ayuntamiento de Jojutla, Morelos. Por lo que 
derivado de ello se emite el siguiente: 

ACUERDO DE PENSIÓN 

PRIMERO. Se concede pensión por viudez por la cantidad de *********** 
a la C. ***** *** ****** ****** ******, como beneficiaria del C. 
finado **** ******* ******* *****, que se encontraba jubilado desde el 
año 2017 por la cantidad antes referida, por haber prestado sus servicios 
en la Administración Pública Municipal. 

SEGUNDO. Se ordena notificar el presente acuerdo al solicitante de la 
pensión, asimismo, sea publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”. 

TERCERO. Se instruye a la Comisión de Pensiones y Jubilaciones, a la 
Secretaría Municipal y a la Dirección de Asuntos Jurídicos de este H. 
Ayuntamiento de Jojutla, Morelos, que en tiempo y forma realicen el debido 
cumplimiento al presente acuerdo, que entrará en vigor al día siguiente de 
su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión 
oficial que edita el Gobierno del Estado de Morelos. 

Dado en el salón de cabildos de Jojutla, el día veintiséis del mes de marzo 
del año dos mil veintiuno. 

ATENTAMENTE LIC. JUAN ÁNGEL FLORES BUSTAMANTE 
PRESIDENTE MUNICIPAL. LIC. ERIKA CORTÉS MARTÍNEZ 
SECRETARIA MUNICIPAL. RÚBRICA”

Por tanto, se instruyó a la Comisión de Pensiones y 

Jubilaciones, a la Secretaría Municipal y a la Dirección de Asuntos 

Jurídicos del  Ayuntamiento de Jojutla, Morelos, para que en tiempo y 

forma dieran debido cumplimiento.

De ahí que está plenamente demostrado que a la quejosa le 

fue otorgado mediante decreto una pensión por viudez y en ella no se 

impuso ni se estableció condición alguna para su cobro, ni para que 

compareciera ante la autoridad encargada de pagarle y menos que 

debería acreditar periódicamente que se encuentra con vida; es decir, 

el exigirle ahora la quejosa que comparezca de manera personal o a 

través de apoderados o si se encuentra en el extranjero debe también 

acreditarlo, no se está respetando ni garantizando sus derechos 
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humanos, porque pese a que se le otorgó una pensión sin esos 

formulismos, ahora se le está condicionando e imponiendo otros 

requisitos para pueda cobrar su pensión.

En efecto, exigir este requisito a los adultos mayores que 

gozan de esas prestaciones resulta violatorio a sus derechos 

fundamentales, por representar un sector social vulnerable, sobre todo 

por las implicaciones que implican su traslado cuando, como en el 

caso, no viven en el referido municipio.

El requisito de supervivencia vulnera el artículo 14, fracción 

segunda, de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas 

Mayores10, la cual establece que las instituciones deben desarrollar los 

lineamientos, mecanismos e instrumentos para la organización y 

funcionamiento de atención a esta población.

En efecto, se debe tomar en consideración las circunstancias 

particulares físicas de los pensionados y jubilados, los cuales por el 

envejecimiento padecen un progresivo declive en las funciones 

orgánicas y psicológicas, como una pérdida de las capacidades 

sensoriales y cognitivas, de ahí que acudir a las oficinas de las 

autoridades responsables periódicamente para dar cuenta de que aún 

se encuentran vivos y tener derecho de seguir cobrando sus 

respectivos pagos y que dependen de ellos para mantenerse, resulta 

en ocasiones un verdadero esfuerzo y desgaste innecesario y además 

no sólo es indignante, sino a veces es casi imposible realizarlo por sus 

circunstancias físicas propia de las edad de la mayoría de los 

pensionados, esto por regla general. 

Mientras que en el particular, la quejosa decidió hacer su vida 

fuera del municipio, incluso de nuestro país, por lo que establecer esa 

carga administrativa, de presentarse a firmar, evidentemente merma 

su economía y le impone cargas de movilidad excesiva o bien, el pago 

de instrumentos notariales para que la representen.

10“Artículo 14. Las autoridades competentes de la Federación, las entidades federativas y los municipios, 
concurrirán para: 

I. Determinar las políticas hacia las personas adultas mayores, así como ejecutar, dar seguimiento y evaluar sus 
programas y acciones, de acuerdo con lo previsto en esta Ley; 

II. Desarrollar los lineamientos, mecanismos e instrumentos para la organización y funcionamiento de las 
instituciones de atención a las personas adultas mayores, y 

III. Promover la creación de centros de atención geriátrica y gerontológica.”  
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 Resulta innecesario obligar a las personas adultas a 

trasladarse físicamente a las oficinas para realizar el trámite de “fe de 

vida”, ya que implica que deban auxiliarse en algunos casos de sus 

familiares, de vecinos o incluso pagan para que los trasladen en 

servicio público, y poder llegar al lugar donde se debe cumplir con el 

trámite; es decir, el obligarlos a comparecer en forma regular para dar 

testimonio de su propia existencia es violatorio de sus derechos 

humanos y resulta discriminatorio.

En algunos países dicho trámite lo han eliminado pues se 

considera que es una gran falta de respeto hacia las personas mayores, 

quien tiene que estar todos los meses rindiendo cuenta, tal y como se lee del 

dictamen de la  Comisión de Trabajo y Previsión Social del Congreso del 

Argentina11:

 “OBTUVO DICTAMEN LA ELIMINACIÓN DEL TRÁMITE DE FE DE 
VIDA PARA JUBILADOS TAMBIÉN SE AVANZÓ CON UN 
PROYECTO DE LEY QUE CREA UN RÉGIMEN PREVISIONAL 
DIFERENCIAL PARA LOS TRABAJADORES DE LA INDUSTRIA 
DEL PESCADO
La Comisión de Trabajo y Previsión Social, se reunió esta tarde para tratar 
tres proyectos que proponen eliminar el trámite de fe de vida para 
jubilados, pensionados y titulares de pensiones no contributivas, de autoría 
de los senadores, Antonio Rodas (Chaco -Frente Nacional y Popular), 
Stella Maris Olalla (Entre Ríos - UCR) y Juan Carlos Romero (Salta - 
Cambio Federal).

Al abrir la reunión, la presidenta de la comisión, la senadora por Buenos 
Aires, Juliana Di Tullio (Unidad Ciudadana), destacó que "se tratará en 
primer lugar un dictamen unificado de los tres proyectos para eliminar el 
trámite de fe de vida".

Rodas aseguró que "el proyecto resultante se logró con consenso de los 
distintos bloques, por eso festejo y estoy feliz".

Señaló que este requisito, significa una "gran falta de respeto hacia las 
personas mayores, quien tiene que estar todos los meses rindiendo 
cuenta". "Nunca vamos a bajar los brazos con los temas que son justos 
para la sociedad", añadió.

Luego, la comisión debatió y pasó para la firma un proyecto sobre la 
creación de un régimen previsional diferencial para los trabajadores de la 
industria del pescado, impulsado por la senadora por Santa Cruz, Ana 
María Ianni (Unidad Ciudadana.

Al respecto, la senadora Ianni explicó que "el objetivo es crear un régimen 
previsional diferencial para que los trabajadores de plantas pesqueras 
puedan acceder a su jubilación a los 55 años, con 30 años de aportes al 
sector, y sin distinción de sexo".

Por último, se aprobaron dos proyectos de declaración y uno de 
comunicación.”

11https://hsnext.senado.gob.ar:
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“Jubilados y pensionados ya no deben realizar el trámite de  
acreditación de fe de vida

En el marco de la Resolución 151/2023 publicada hoy en el Boletín Oficial, 
ANSES informa que jubiladas, jubilados, pensionadas y pensionados del 
Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA) y sus apoderadas y 
apoderados a partir de la fecha ya no deben realizar el trámite de 
acreditación de supervivencia para el cobro de sus haberes.

En este sentido, la directora ejecutiva de ANSES, Fernanda Raverta, 
sostuvo que “con mucha alegría firmé ayer la resolución que elimina por fin 
el trámite de Fe de Vida para las y los jubilados, para que la totalidad de 
las entidades adecúen sus sistemas y dejen de exigirla, depositando la 
responsabilidad de la persona en un trámite que debía ser resuelto por los 
bancos. En ANSES trabajamos mucho para que llegue este día y quitarles 
a todas las jubiladas y jubilados de la Argentina una preocupación, 
facilitándole el cobro de sus haberes”.12

“Cambia el pago a jubilados y pensionados: ya no deben 
presentar fe de vida en los bancos La medida beneficia a unas 4 
millones de personas que, hasta ahora, debían cumplir con ese paso 
obligatorio para cobrar sus haberes.

A partir de hoy, los jubilados y pensionados que integran el 
Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA) y de Pensiones No 
Contributivas no deben presentar más el trámite de supervivencia o fe de 
vida que debían realizar periódicamente para cobrar sus haberes. 
Paso a paso, cómo será a partir de ahora.

 Fe de vida para jubilados: cómo será el trámite para cobrar la 
jubilación

Con la entrada en vigencia de la Ley 27.721 este martes 25 de 
julio, se eliminó ese requisito, por el que cerca de 4 millones de 
jubilados y pensionados debían acreditar que no estuvieran 
muertos para no sufrir la baja por parte de ANSES. Todos ellos, se 
suman ahora a otros 3,2 millones que ya estaban eximidos por 
distintas decisiones de sus bancos.

Así, las 7,3 millones de personas que integran el sistema 
previsional ahora estarán en igualdad de condiciones respecto a 
este tema. La ley establece que "en ningún caso podrán 
requerirse trámites adicionales a cargo del beneficiario y/o 
apoderado de la prestación" jubilatoria "más allá de las verificaciones 
realizadas al momento del cobro presencial que eventualmente se 
realice".13

Ahora, es verdad que la “comprobación de supervivencia", su 

objetivo principal es verificar regularmente que los titulares de las 

pensiones asignadas sean los que efectivamente las cobren, con lo 

que se salvaguarda el derecho a que sea el propio titular de 

la pensión asignada quien goce de los beneficios obtenidos, lo 

12https://www.anses.gob.ar/mapa-del-sitio

13https://www.pagina12.com.ar/571089-jubilados-y-pensionados-ya-no-tienen-que-presentar-fe-de-vid
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anterior, en aras de evitar cobros indebidos y fraudulentos, tanto para 

la institución de salud, como para el propio derechohabiente y con ello 

se  podría pensar que se satisfacen las garantías de legalidad y 

seguridad jurídicas para los pensionados; sin embargo, el condicionar 

su pago previa acreditación de estar vivos implica como se ha dicho en 

ocasiones un verdadero esfuerzo, desgaste y gastos innecesarios y 

además no sólo es indignante, sino a veces es casi imposible 

realizarlo por sus circunstancias físicas propias de las edad de la 

mayoría de los pensionados de ahí que se considere que es violatorio 

de los derechos humanos y resulta discriminatorio.

Tampoco se soslaya la circunstancia de que la autoridades 

encargadas de sufragar estos gastos velen y cuiden su patrimonio 

para evitar posibles fraudes; sin embargo pueden implementar otros 

mecanismos menos lesivos, para verificar que los pensionados aún 

están con vida, a manera de ejemplo por teléfono móvil/célular con 

acceso a internet con la aplicación whatsapp instalada para poder 

recibir una video llamada desde un teléfono móvil/celular o a través de 

otros medio de comprobación tal y como lo ha establecido el Instituto 

Mexicano del Seguro Social que creo la “Guía Técnica para la 
Supervivencia No Presencial del Régimen de Jubilaciones y 
Pensiones del IMSS”, según la publicación del diario Infobae de fecha 

veinticinco de marzo de dos mil veintitrés14, en el que destacó lo 

siguiente:

“Recientemente por medio de un comunicado oficial por parte del Instituto 
Mexicano del Seguro Social (IMSS) se dio a conocer que la pensión de las 
personas jubiladas estaba garantizada y que no era necesario que los 
beneficiarios comprobaran su supervivencia.

De tal forma que le informaron a la población pensionada que percibe la 
prestación económica bajo el amparo de la Ley del Seguro Social, mejor 
conocida como pensión, que no era necesario que acudieran a las 
Unidades de Medicina Familiar (UMF) para que corroboraran su estado 
de supervivencia en alguna de sus ventanillas correspondientes al 
departamento de Prestaciones Económicas de la institución, ya que “el 
pago de la pensión se encuentra garantizado”, de acuerdo con la 
información publicada en su boletín.

Sin embargo, en el caso de los extrabajadores del IMSS que se 
encuentren pensionados o jubilados por sus años de servicio o por su 
edad, sí es necesario que revisen las nuevas reglas con las que 
podrán comprobar su supervivencia, éstas se podrán consultar a través 

14https://www.infobae.com/pf/resources/images/d23_logo_infobae_white.svg?d=2090
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de su “Guía Técnica para la Supervivencia No Presencial del Régimen 
de Jubilaciones y Pensiones del IMSS”.”

Así como la instruida en  Argentina, donde se realiza una visión 

de tutela a este grupo vulnerable de la que se lee: 

“CERTIFICADO DE SUPERVIVENCIA / FE DE VIDA - MODALIDAD 
VIRTUAL, A DISTANCIA (NO PRESENCIAL)

Fecha de actualización: 01/03/2024

CERTIFICADO DE SUPERVIVENCIA/FE DE VIDA

El trámite para la obtención del CERTIFICADO DE SUPERVIVENCIA/FE 
DE VIDA se efectuará de la siguiente manera:

La modalidad es a DISTANCIA, REMOTA o sea, NO PRESENCIAL.

Entonces deberá contar con un TELEFONO MÓVIL/CELULAR con 
ACCESO A INTERNET con la APLICACIÓN WHATSAPP instalada para 
poder recibir una VIDEO LLAMADA desde un TELEFONO 
MÓVIL/CELULAR perteneciente al Consulado.

Por lo tanto, le agradeceremos que tenga a bien NO CONCURRIR NI 
PRESENTARSE en las OFICINAS del Consulado para realizar este 
trámite.

Ante cualquier consulta, escriba al 
correo tramitesprevisionales_cbarc@cancilleria.gob.ar

CITA/TURNO PARA TRAMITAR CERTIFICADO DE SUPERVIVENCIA/FE 
DE VIDA

Deberá OBTENER UNA CITA para tramitar el CERTIFICADO DE 
SUPERVIVENCIA/FE DE VIDA cumpliendo estas instrucciones…: 15

 

- Mujer viuda como estereotipo.

Incluso, en el caso concreto y como se destacó al inicio del 

estudio, la prohibición no solo impacta en afectaciones económicas a 

la quejosa, sino que refuerza un estereotipo de género, del cual 

deriva que la actuación de la autoridad sea discriminatoria por razón 

de género.

    La Corte ha establecido, que el derecho a la igualdad, es 

necesario adoptar medidas apropiadas para eliminar los estereotipos y 

prácticas referentes a los roles sociales que se le han dado a las  

mujeres.

 La académica de la Facultad de Derecho de la Universidad 

Autónoma de México, González Guevara16 explicó que para el derecho 

15página https://citaprevia.cbarc.es/
16 https://ecmex.iiec.unam.mx/node/20

R
O

D
O

L
FO

 A
N

D
R

E
S M

A
R

T
IN

E
Z

 H
ID

A
L

G
O

70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.02.c4.d2
26/05/24 17:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a

mailto:tramitesprevisionales_cbarc@cancilleria.gob.ar
https://citaprevia.cbarc.es/


26

mexicano el concepto “viudas” está rebasado; es decir, nada más hay 

dos estados civiles: solteras o casadas, mientras el término viuda es 

más bien un concepto sociológico tradicional que se utiliza.

  Las viudas a partir de que pierden a su pareja, empiezan a 

atravesar una serie de violencias que son transversales, pues la 

sociedad en general las minimiza, primero por ser mujeres, luego por 

no tener marido y a esto se suman otros condicionantes como su 

situación económica y que no tengan preparación académica.

  Asimismo, al vivir en una sociedad patriarcal, la que se nos 

dice que una mujer vale más cuando está casada, que cuando es 

viuda, entonces se generan procesos de violencia en su contra, la cual 

llega no sólo de la familia, sino de las comunidades y de políticas 

públicas.

Para la Organización de las Naciones Unidas, además de la 

conmoción por perder a su cónyuge, la situación de las viudas suele 

agravarse debido a la estigmatización y al aislamiento social. En 

muchos países, a las viudas se les arrebatan sus derechos a activos 

diversos como la tierra, los ingresos y la propiedad. Al carecer de 

acceso a la protección social, quedan en la indigencia, de ahí que se 

hace un llamado para que todos incluyamos a quienes corren el riesgo 

de quedarse atrás. Los derechos humanos de las mujeres son 

inviolables y no dependen de otras personas; ellas han de poder 

disfrutar de ellos tanto si están solteras o casadas como si se han 

separado o han enviudado. 

Las viudas deben estar empoderadas para mantenerse a sí 

mismas y mantener a sus familias. Para ello, también se debe luchar 

contra los estigmas sociales que provocan la exclusión y contra las 

prácticas discriminatorias o nocivas, por lo que se debe de trabajar 

para garantizar que todas las viudas disfruten de la oportunidad de 

construirse una vida nueva tras una pérdida personal.17

De igual manera para la Universidad Autónoma de México las 

mujeres cuando enviudan pueden sentirse perdidas, lo cual las deja en 

17https://www.unwomen.org/es/news/stories/2017/6/statement-un-women-international-widows-day
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una indefensión y las pone en vulnerabilidad ante la sociedad y el 

Estado, reflexionaron académicas de la Escuela Nacional de Trabajo 

Social (ENTS) y de la Facultad de Derecho (FD) de la UNAM.

            Se destacó que a partir de que pierden a su pareja, estas 

mujeres pueden empezar a atravesar una serie de violencias que son 

transversales, pues la sociedad en general las minimiza primero por 

ser mujeres, luego por no tener marido, y a esto se suman otros 

condicionantes como su situación económica y que no tengan 

preparación académica.

 Como todavía vivimos en una sociedad patriarcal, en la que se 

nos dice que una mujer vale más cuando está casada, que cuando es 

viuda, entonces se generan procesos de violencia en su contra. 

También depende mucho de la edad a la que esto ocurre, pues si ella 

enviudase temprano, todavía se puede casar porque tiene un cuerpo 

joven y puede reproducirse, pero si es una adulta de 50 años, se le 

asignan ciertas actividades de dependencia incluso económica hacia 

los familiares.

            El perder a una pareja, cuando quedas viuda, no tendría que 

ser un problema o un factor de vulnerabilidad, ya que es un proceso 

muy complejo y difícil para las personas. Tenemos que trabajar en la 

sociedad para desmontar esta mirada sesgada y errónea de lo que 

implica ser viuda.

            El empoderamiento no depende sólo de las viudas, ni en cómo 

se relacionan con los otros, sino que, implica un reconocimiento de 

que las mujeres tienen la misma capacidad que los hombres de tomar 

decisiones, pues lo que se busca es una sociedad más igualitaria.18

El derecho fundamental de igualdad es un principio complejo, 

pues no sólo otorga a las personas el derecho de que serán iguales 

ante la ley, sino también en la ley; es decir, en relación con el 

contenido de ésta, la cual tendrá que ajustarse a las disposiciones 

constitucionales sobre igualdad para ser constitucional, por lo que, en 

18https://coordinaciongenero.unam.mx/2023/06/la-viudez-vulnera-a-las-mujeres-mexicanas-ente-la-sociedad-y-el-estado/
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algunas ocasiones, hacer distinciones estará vedado, mientras que en 

otras estará permitido o incluso constitucionalmente exigido.

En suma, debe identificarse en torno a la igualdad y no 

discriminación, que la igualdad jurídica es un derecho humano 

expresado a través de un principio adjetivo, el cual invariablemente se 

predica de algo y consiste en que toda persona debe recibir el mismo 

trato y gozar de los mismos derechos en igualdad de condiciones que 

otra u otras personas, siempre y cuando se encuentren en una 

situación similar que sea jurídicamente relevante.

Así, este derecho se expresa normativamente a través de 

distintas modalidades o facetas, siendo la más ejemplificativa la 

prohibición de discriminar. 

El principio de no discriminación radica en que ninguna 

persona podrá ser excluida del goce de un derecho humano ni deberá 

de ser tratada de manera distinta a otra que presente similares 

características o condiciones jurídicamente relevantes; especialmente 

cuando tal diferenciación tenga como motivos el origen étnico, 

nacional o social, el género, la edad, las discapacidades, las 

preferencias sexuales, el estado civil, la raza, el color, el sexo, el 

idioma, la religión, las opiniones políticas o de cualquier otra índole, la 

posición económica o "cualquier otra (diferenciación) que atente contra 

la dignidad humana y que tenga por objeto menoscabar los derechos y 

libertades de las personas.

  En este sentido, los Jueces pueden y deben adoptar ciertas 

medidas tendentes a alcanzar la igualdad de facto de un grupo social o 

de sus integrantes que sufran o hayan sufrido de una discriminación 

estructural o sistémica, pues lo harían en cumplimiento de la 

Constitución Federal y de los referidos tratados internacionales. 

 Atento a todo lo expuesto, es claro que existe una vulneración 

en perjuicio de la quejosa al derecho a recibir una pensión libre de 

obstáculos y de requisitos administrativos lo cual conduce a otorgar la 
protección federal solicitada a efecto de reparar su derecho 

vulnerado.

SEXTO. EFECTOS. Para cumplir con la ejecutoria, las 

responsables Comisión de Pensiones y Jubilaciones y  ******* 
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*******  ******, en su carácter de  Secretario de Administración 
ambos del Ayuntamiento de Jojutla, Morelos, de manera 
inmediata: 

° Deberán continuar pagando a la quejosa  la pensión de viudez otorgada sin 
aplicar en su perjuicio el dictamen para “ESTABLECER PARÁMETROS PARA 
LA SUPERVIVENCIA DE LOS JUBILADOS Y PENSIONADOS DEL MUNICIPIO 
DE JOJUTLA, MORELOS”  y la Circular Número Uno de fecha trece de enero 
de dos mil veintitrés.

En la inteligencia que esto no limita el derecho de las responsables a que 
establezcan fundada y  motivadamente, una vía distinta para verificar el 
otorgamiento de la pensión a la beneficiaria, siempre que no implique cargas 
gravosas para esta y deba ser emitida conforme al margen legal.

Por lo expuesto y fundado, se

R E S U E L V E:

ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y protege  *****  *** 
******  ******  ******, en términos de lo expuesto y para los efectos 

determinados en esta sentencia.

Notifíquese.

Así lo resolvió y firma Martha Eugenia Magaña López, Jueza 

Quinto de Distrito en el Estado de Morelos, con residencia en 

Cuernavaca, ante Rodolfo Andrés Martínez Hidalgo, Secretario que 

autoriza y da fe.

RAMH
El secretario adscrito al Juzgado Quinto de Distrito en el Estado de Morelos, 
certifica y hace constar que la hora de cierre de la audiencia y la contenida en las 
evidencias criptográficas correspondientes a las firmas electrónicas, no coinciden 
debido al tiempo empleado para la captura y almacenamiento en el Sistema Integral 
de Seguimiento de Expedientes (SISE) del archivo que la contiene, y al proceso 
empleado para el dictado, preautorización y autorización en el mismo sistema.

Rodolfo Andrés Martínez Hidalgo
Secretario de Juzgado

Es parte final de la sentencia dictada el veintitrés de abril de dos mil veinticuatro, en el 
juicio de amparo 214/2024. Conste.

En esta fecha se generaron los oficios  
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